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- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33 del Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, semestralmente la Delegación 
del Gobierno en Ceuta remitirá a la Dirección General de Incentivos 
Económicos Regionales un informe del desarrollo de los proyectos, al 
objeto de que ésta pueda vigilar la adecuada aplicación de los incentivos 
regionales y a fin de facilitar al Consejo Rector información periódica 
sobre las ayudas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para 
dictar las disposiciones necesarias en desarrollo y ejecución de este Real 
Decreto, así como para modificar los límites cuantitativos previstos en 
el artículo 7.° 1, párrafos a), b) y c), cuando las circunstancias lo 
aconsejen.

Segunda.-El presente Real Decreto entrará en vigor al día siguiente 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 30 de septiembre de 1988.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Economía y Hacienda,

CARLOS SOLCHAGA CATALAN

23078 RESOLUCION de 30 de septiembre de 1988, de la Subse­
cretaría, por la que se ordena la publicación del Acuerdo de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Econó­
micos, del día 15 de septiembre de 1988, por el que se 
determina la renta equivalente establecida por la disposi­
ción adicional de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre, y 
desarrollada por Real Decreto 651/1988, de 24 de junio, 
sobre productos petrolíferos monopolizados importados a 
consumo.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en 
su reunión del día 15 de septiembre de 1988, aprobó el siguiente 
Acuerdo:

Acuerdo por el que se determina la renta equivalente establecida por 
la disposición adicional de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre, y 
desarrollada por Real Decreto 651/1988, de 24 de junio, sobre productos 
petrolíferos monopolizados importados a consumo.

El mencionado Acuerdo se publica como anexo de esta Resolución.

Madrid, 30 de septiembre de 1988.-El Subsecretario, Enrique Martí­
nez Robles.

ANEXO
Acuerdo por el que se determina la renta equivalente establecida por la 
disposición adicional de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre, y desarro­
llada por Real Decreto 651/1988, de 24 de junio, sobre productos 

petrolíferos monopolizados importados a consumo

Primero.-Fijar, para los productos que se indican, la renta equiva­
lente en las siguientes cuantías:

Producios
Péselas

por
metro cúbico

Gasolina sin plomo ............. 3.961
Gasolina 97 I. O..................... 1.959
Gasolina 92 I. O..................... 846
Gasóleos A y B .................... 6.489

Segundo.-Los mencionados valores de la renta equivalente serán 
aplicables a partir de la fecha de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

MINISTERIO 
DE OBRAS PUBLICAS 

Y URBANISMO
23079 REAL DECRETO 1131/1988, de 30 de septiembre, por el 

que se aprueba el Reglamento para la ejecución del Real 
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evalua­
ción de Impacto Ambiental.

La Evaluación de Impacto Ambiental constituye una técnica singular 
e innovadora en nuestro país, cuya operatividad y validez como 
instrumento para la preservación de los recursos naturales y defensa del

medio ambiente están recomendadas por Organismos internacionales 
tales como PNUMA, OCDE, CEPE, CEE y viene avalada por la 
experiencia acumulada en países desarrollados que la han aplicado, 
incorporada a su ordenamiento jurídico desde hace años.

De estas experiencias se deduce que la Evaluación de Impacto 
Ambiental, lejos de ser un freno al desarrollo y al progreso, supone y 
garantiza una visión más completa e integrada de las actuaciones sobre 
el medio en que vivimos, una mayor creatividad e ingenio, mayor 
responsabilidad social en los proyectos, la motivación para investigar en 
nuevas soluciones tecnológicas y, en definitiva, una mayor reflexión en 
los procesos de planificación y de toma de decisiones.

Es principio constante en todos los programas de acción de la 
Comunidad Europea en materia de medio ambiente la consecución del 
objetivo de evitar en los orígenes las perturbaciones y contaminaciones 
que puedan derivarse del ejercicio de ciertas actividades, más que 
combatir los efectos negativos que producen; para ello es preciso tener 
encuenta a priori las incidencias que puedan derivarse de los procesos 
técnicos de planificación y de decisión, de tal manera que no se ejecute 
ninguna actividad que conlleve incidencias notables, sin que previa­
mente se haya realizado un estudio evaluatorio de las mismas.

Este principio se ha incorporado al Tratado Constitutivo de la CEE 
mediante el Acta Unica Europea al introducir el artículo 130R que, en 
su punto 2, establece: «La acción de la Comunidad en lo que respecta 
al medio ambiente se basará en los principios de acción preventiva y de 
corrección, preferentemente en la fuente misma, de los ataques al medio 
ambiente». El punto 4 del citado artículo establece que «sin perjuicio de 
determinadas medidas de carácter comunitario, los Estados miembros 
asumirán la financiación y la ejecución de las demás medidas», después 
de establecer que los objetivos de la Comunidad en materia de medio 
ambiente (conservar, proteger y mejorar la calidad del medio ambiente, 
contribuir a la protección de la salud de las personas y garantizar una 
utilización prudente y racional de los recursos naturales) han de 
conseguirse por los Estados, y sólo cuando la actuación de la Comunidad 
permita esa consecución en mejores condiciones, se actuará en el plano 
comunitario.

El Consejo de la Comunidad ha regulado en la Directiva 85/337/CEE 
la forma y amplitud con que han de realizarse los estudios de evaluación 
del impacto ambiental de ciertas obras públicas y privadas. La norma, 
en la que se recoge el principio antes citado, establece que el estudio de 
impacto ha de realizarse sobre la base de una información exhaustiva de 
los efectos que los proyectos pueden tener sobre el medie ambiente; 
información que no sólo ha de ser proporcionada por el titular del 
proyecto sino que ha de ser completada por las autoridades y por el 
público susceptible de ser afectado por el proyecto.

La incorporación al ordenamiento intemo español de la ya citada 
Directiva se ha producido mediante el Real Decreto Legislativo 
1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental, que 
establece la obligación de someter a evaluación de impacto los proyectos 
que en el mismo se recogen como anexo, mediante la realización de un 
estudio del indicado impacto con el contenido que se señala, y con la 
obligación de ser sometido a información pública y demás informes que 
se establezcan.

En el ordenamiento intemo español, la Constitución, en su 
artículo 45, impone a los poderes públicos la defensa del medio 
ambiente, y en su artículo 9 les exige asimismo que faciliten y posibiliten 
la participación de todos los ciudadanos en la vida económica, cultural 
y social; este doble mandato constitucional implica, en la línea expuesta 
por la Comunidad, que en materia de medio ambiente, se ha de prevenir 
como mejor defensa y los sistemas de prevención han de ser elaborados 
sobre la base de una amplia participación.

Teniendo presentes los principios comunitarios junto al espíritu 
recogido en la Constitución; en cumplimiento de lo ordenado en la 
misma y, en uso de la facultad concedida por el citado Real Decreto 
Legislativo 1302/1986, se dicta el presente Reglamento que, en su 
contenido de legislación de desarrollo de la normativa básica establecida 
en aquél, será directamente aplicable a la Administración del Estado y 
a las de las Comunidades Autónomas que carezcan de competencia 
legislativa en materia de medio ambiente, así como, con carácter 
supletorio, a aquellas que la tengan atribuida en sus respectivos 
Estatutos de Autonomía.

El Reglamento se estructura en cuatro capítulos. El capítulo primero 
comprende disposiciones generales definitorias del objeto y ámbito de 
aplicación. El capítulo segundo desarrolla el procedimiento de evalua­
ción de impacto ambiental; concibe la evaluación como un proceso que 
se inicia con la definición genérica del proyecto que se pretende realizar 
y culmina con la Declaración de Impacto que formula el órgano 
ambiental, en la que se recogen las condiciones que deben establecerse 
en orden a la adecuada protección del medio ambiente y los recursos 
naturales. La evaluación se realiza sobre la base de un estudio de 
impacto cuyo contenido se especifica, y para cuya elaboración se cuenta 
con la máxima información que le será suministrada al titular del 
proyecto y responsable de la realización del estudio, por la Administra­
ción, quien la podrá obtener de personas, Instituciones cualificadas y 
Administraciones Públicas, previa consulta sobre los extremos del 
proyecto que a su juicio pueden tener incidencia medioambiental. 
Realizado el estudio, éste, conjunta o separadamente del proyecto, según


